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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 6 de septiembre de 2023. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se propone reformar Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado 

de Guanajuato y la Ley para el Ejercicio y Control de los Recursos 

Públicos para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se señala lo 

siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 23 de 

agosto de 2023, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

ordinaria número 32, celebrada el 31 de agosto de 2023, se dio cuenta 

al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 33, celebrada el 6 de 

septiembre de 2023, se aprobó este documento en los términos que 

más adelante se detallan. 



 
3 

En atención a lo anterior el Pleno de este Tribunal procede, en 

forma respetuosa, a emitir opinión jurídica sobre la iniciativa del grupo 

parlamentario de «MORENA», para reformar Ley Orgánica del Poder 

Ejecutivo para el Estado de Guanajuato y la Ley para el Ejercicio y 

Control de los Recursos Públicos para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los argumentos que 

a continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Objetivo y contenido de la iniciativa: 

l. Objetivo y contenido de la iniciativa: 

La iniciativa en estudio propone la reforma a disposiciones 

relativas al otorgamiento de fideicomisos públicos, aludiendo a que 

existen distintos riesgos de corrupción intrínsecos a dicha figura y que 

han sido identificados por entidades fiscalizadoras superiores. 

Dicho lo anterior, la iniciativa mencionada, busca modificar las 

facultades del ejecutivo y ampliar las facultades del Congreso del 

Estado para crear, modificar o extinguir fideicomisos, así como 

fortalecer la rendición de cuentas en el uso de los recursos públicos. 

 

II. En cuanto a la propuesta, en lo general: 

Se considera que, si bien resulta necesaria la fiscalización del gasto 

público, la propuesta resulta inconstitucional por los siguientes motivos: 

 

El poder público del Estado, se divide para su ejercicio en 

Ejecutivo, Legislativo y Judicial, de conformidad con el artículo 36 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato. 
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Luego entonces, según la teoría clásica de la división de poderes 

en relación con los pesos y contrapesos de las funciones de la 

administración pública, al Ejecutivo del estado le corresponde la 

administración de la hacienda pública, siempre de acuerdo con el 

presupuesto de egresos que para tal efecto apruebe el congreso. En el 

caso de Guanajuato, dicha función se lleva a cabo por conducto de la 

Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración, según lo dispuesto por 

el artículo 24 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado de 

Guanajuato. 

 

En consecuencia de lo anterior, resulta obvio que la atribución 

para crear, fusionar, suprimir o liquidar fideicomisos le pertenezca al 

Gobernador del Estado; lo cual le permite auxiliarse de estos para el 

impulsar el desarrollo del Estado e impulsar actividades prioritarias1. Es 

claro también que los fideicomisos públicos tienen como beneficios: 

 

• Asegurar que los recursos se destinen a un fin u objetivo específico; 

• Garantizar que un proyecto o iniciativa que requiere de un 

presupuesto multianual cuente con recursos para poder 

concluirse; 

• Son especialmente necesarios para proyectos de infraestructura, 

que por lo general se construyen en un plazo de varios años;  

 
1 LEY FEDERAL DE LAS ENTIDADES PARAESTATALES. ARTICULO 40.- Los fideicomisos públicos que se 
establezcan por la Administración Pública Federal, que se organicen de manera análoga a los organismos 
descentralizados o empresas de participación estatal mayoritaria, que tengan como propósito auxiliar al 
Ejecutivo mediante la realización de actividades prioritarias, serán los que se consideren entidades 
paraestatales conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y quedarán 
sujetos a las disposiciones de esta Ley. (Lo resaltado no es de origen) 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado de Guanajuato. Artículo 67.- El Gobernador del Estado podrá 
constituir fideicomisos públicos para impulsar el desarrollo del Estado cuando así lo determine el interés 
público y previo estudio que lo justifique. (Lo resaltado no es de origen) 
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•Permiten resguardar ahorros; 

• Son herramientas que le dan flexibilidad de operación al 

gobierno; 

• Algunos entes públicos que generan ingresos propios, como las 

universidades públicas, pueden constituir fideicomisos para 

mantener ahí los recursos.2 

 

Por lo anterior, limitar esta atribución inherente al ejecutivo, se 

considera que resultaría en una invasión de competencias y por lo tanto 

se estaría dando más peso a la función del legislativo del estado. Ya que 

los fideicomisos se constituyen «para auxiliar al Gobernador del Estado 

en la realización de actividades que le sean propias»3 

 

Es así como, el impacto jurídico señalado por los iniciantes resulta 

diverso al señalado en su iniciativa. Pues la iniciativa de reforma busca 

ampliar las atribuciones del Poder Legislativo en la Ley Orgánica del 

Poder Ejecutivo del Estado y no en la propia Ley Orgánica del Poder 

Legislativo, que es esta última la que «tiene por objeto regular la 

organización y funcionamiento del Poder Legislativo del Estado de 

conformidad con lo que le señala la Constitución Política para el Estado 

de Guanajuato»4.  

 

 

 

 
2 ¿Debemos quedarnos con los fideicomisos públicos o no?. México Evalúa Centro de Análisis de Políticas 
Públicas. 08 de julio de 2019. Año de consulta 2023 en: 
https://yomesumo.mexicoevalua.org/desafios/debemos-quedarnos-con-los-fideicomisos-publicos-o-no 
3 Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado de Guanajuato. Artículo 69. 
4 Artículo 1 de la Ley Orgánica Del Poder Legislativo Del Estado De Guanajuato. 
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Por lo anterior, se considera que el aumento en las atribuciones y/o 

la modificación en la organización y funcionamiento del Poder 

Legislativo, debieran contenerse en su Ley Orgánica, y no en la del 

Poder Ejecutivo, como se propone en la presente iniciativa. 

 

No pasa desapercibido para este órgano jurisdiccional, que “la 

regulación en el marco normativo de los fideicomisos no siempre ha sido 

la adecuada, que son poco transparentes y presentan deficiencias que 

impiden una apropiada rendición de cuentas. Por lo anterior, la 

Auditoría Superior de la Federación (ASF) ha señalado que representan 

mayores riesgos para las finanzas públicas y 

los recursos que se transfieren a éstos no regresan al cierre del año fiscal 

como el resto de los recursos públicos debe hacerlo, siendo que una vez 

que los recursos son aportados al fideicomiso, éstos se consideran gasto 

devengado contablemente hablando, haciendo creer que el dinero ya 

se usó en el objetivo previsto, lo que no necesariamente es así”5. 

 

Estos pros y contras devienen la misma naturaleza jurídica de los 

fideicomisos públicos, que “considerados como entidades de la 

administración pública paraestatal, son aquellos que el gobierno (…) o 

alguna de la entidades paraestatales constituyen con el propósito de 

auxiliar al Ejecutivo (…) en las atribuciones del Estado para impulsar las 

áreas prioritarias del desarrollo”6 

 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación dijo, sobre 

 
5 Ídem 
6 FIDEICOMISOS PÚBLICOS Normatividad Relacionada y Situación a Marzo de 2005, Centro de Estudios de la 
Finanzas Públicas, Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Julio 2005, pág. 3. 
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la naturaleza del fideicomiso, que es un negocio jurídico “por medio del 

cual el fideicomitente constituye un patrimonio fiduciario autónomo, 

cuya titularidad se concede a la institución fiduciaria para la realización 

de un fin determinado; pero al expresarse que es un patrimonio 

fiduciario autónomo, con ello se señala particularmente que es diverso 

de los patrimonios propios de las partes que intervienen en el 

fideicomiso, o sea, es distinto de los patrimonios del fideicomitente, del 

fiduciario y del fideicomisario... patrimonio autónomo, afectado a un 

cierto fin, bajo la titularidad y ejecución del fiduciario, quien se haya 

provisto de todos los provechos y acciones conducentes al 

cumplimiento del fideicomiso, naturalmente de acuerdo con sus reglas 

constitutivas y normativas. Los bienes entregados en fideicomiso salen, 

por tanto, del patrimonio del fideicomitente para quedar como 

patrimonio autónomo o separado de afectación, bajo la titularidad del 

fiduciario, en la medida necesaria para la cumplimentación de los fines 

de la susodicha afectación; fines de acuerdo con los cuales (y de 

conformidad con lo pactado) podrá presentarse dicho titular, a juicio 

como actor, o demandado, así como vender, alquilar, ceder, etc.”7  

 

Otras ejecutorias expresan el criterio de que el fideicomitente 

queda privado de toda acción o derecho de disposición sobre el bien 

fideicomitido, y de que ya no puede ejercer actos de administración ni 

derechos de libre disposición sobre esos bienes8. 

 

 

 
7 Amparo Directo No. 5567/74, resuelto el 15 de junio de 1979 
8 Amparo No. 4572 de 1948, semanario judicial de la federación, Tomo XV, Volumen 3º, página 2047 
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 Si bien, la iniciativa en estudio pretende disminuir los riesgos de 

corrupción y promover que los fideicomisos funcionen bajo «los 

principios de la responsabilidad gubernamental, así como de eficiencia, 

eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los 

objetivos a los que estén destinados», este órgano jurisdiccional no 

considera idóneo modificar o invadir las competencias del Ejecutivo 

para constituir los fideicomisos públicos. En su caso, lo conveniente sería 

analizar, revisar y ejecutar las atribuciones que ya tiene el congreso del 

estado: 

 

1. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato 

establece la atribución del Congreso del Estado para aprobar 

anualmente el Presupuesto de Egresos, previo examen, discusión 

y, en su caso, modificación del Proyecto enviado por el Ejecutivo, 

por lo que, desde este momento el congreso del Estado puede 

analizar y hacer observaciones sobre las asignaciones a los 

fideicomisos. 

2. En el artículo 26 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, se reitera la obligación de los fideicomisos y 

fondos públicos de dar cumplimiento a las disposiciones en 

materia de transparencia; 

3. Si bien, de conformidad con el artículo 14, fracción I del Inciso B, 

señala que la información pública en posesión de los fideicomisos 

podrá ser reservada temporalmente por razones de interés 

público, seguridad nacional y seguridad pública en los términos 

que fijen las leyes; esto aplica únicamente para el caso de alguna 
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solicitud de acceso a la información, no para la función 

fiscalizadora del estado; 

4. La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Guanajuato en los artículos 24 fracción IX, 34, 46, 78 y 

198 señala la obligatoriedad de los fideicomisos de poner a 

disposición del público y mantener actualizada y accesible toda 

la información que forma parte de las obligaciones de 

transparencia. De igual forma, señala que no podrán clasificar la 

información relativa al ejercicio de estos como secreto bancario o 

fiduciario, sin perjuicio de las causales de clasificación que prevé 

la Ley, sin embargo, deberá de ser justificada la misma; 

5. Los recursos públicos transferidos a los fideicomisos sí son sujetos a 

la fiscalización del Congreso del Estado, por medio de la Auditoría 

Superior del Estado de Guanajuato, de conformidad con el 

artículo 63, fracción XVIII, y el segundo párrafo del artículo 66 de la 

Constitución local, así como el último párrafo del artículo 2 y la 

fracción XXII del artículo 82 de la Ley de Fiscalización Superior del 

Estado de Guanajuato; 

6. Aunado a lo anterior, los fideicomisos públicos a través de su 

comité técnico deben de rendir a la Secretaría de Finanzas, 

Inversión y Administración un informe trimestral sobre la 

administración y aplicación de los recursos aportados al 

fideicomiso, sin perjuicio de que ésta pueda pedir dicha 

información cuando así lo considere pertinente. 

 

 



 
10 

Se considera pertinente la profundización y fortalecimiento de las 

atribuciones tanto de la Secretaría de Finanzas, Inversión y 

Administración, como de la Auditoría Superior del Estado de 

Guanajuato, para que, como entes encargados de la revisión de los 

fideicomisos públicos, den seguimiento al proceso de creación, 

administración, modificación y extinción. 

Finalmente, se pone a consideración de los iniciantes que, es cierto 

que existe una laguna legal en lo que respecta a la extinción de los 

fideicomisos, así como en los alcances de la fiscalización que lleva a 

cabo la Auditoría Superior del Estado de Guanajuato, lo cual es un área 

de oportunidad en la que sí podría intervenir el congreso del estado. 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 


